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Providencia:                             Sentencia de 16 de noviembre de 2016
Radicación Nro.

66001-31-05-003-2014-00461-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Alifare de Jesús Arcila Bedoya  

Demandado:


R.R. Editores Ltda. y Colpensiones 
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:
LIMITES A LAS FACULTADES EXTRA Y ULTRA PETITA. Prevé el artículo 50 del C.P.T. del S.S. que el juez podrá ordenar el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones distintos de los pedidos, cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en juicio y estén debidamente probados, o condenar al pago de sumas mayores que las demandadas por el mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a las que corresponden al trabajador, de conformidad con la ley, y siempre que no hayan sido pagados.
No obstante lo anterior, la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL-8603 de 1º de julio de 2015 radicación Nº 50.550 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, manifestó que las facultades extra y ultra petita previstas en el artículo 50 del C.P.T. y de la S.S. no son absolutas y se limitan cuando se trate de prestaciones que no fueron objeto de reclamación administrativa, situación que explicó en los siguientes términos:

“Si bien es cierto que el artículo 50 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social le otorga al juez de primera instancia la facultad de ordenar el reconocimiento y pago de prestaciones diferentes de las pedidas, «cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en el proceso y estén debidamente probados», también lo es que dicha facultad extra petita no es absoluta y encuentra un límite en tratándose de prestaciones que no fueron objeto de la reclamación administrativa.”.

Y más adelante añadió:

“Significa lo anterior que mientras no se haya agotado dicho trámite, el juez del trabajo no adquiere competencia para conocer del asunto. La importancia de realizar la reclamación administrativa con anterioridad a iniciar la acción contenciosa radica en la posibilidad que la Ley le otorga a la administración pública de revisar sus propias actuaciones antes de que estas sean sometidas al conocimiento de la Jurisdicción Ordinaria en sus especialidades laboral y de seguridad social, de modo que la falta de esta reclamación con anterioridad a la instauración de la demanda es insubsanable.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 19 de agosto de 2015, dentro del proceso que promueve el señor ALIFARE DE JESÚS ARCILA BEDOYA en contra de la sociedad R.R. EDITORES LTDA. y de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2014-00461-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Alifare de Jesús Arcila Bedoya que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad R.R. Editores Ltda. existió un contrato de trabajo entre el 1º de agosto de 1991 y el 31 de marzo de 2013 .  Con base en ello aspira que condene a la empresa accionada a cancelar a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones el título pensional por el periodo comprendido entre el 1º de agosto de 1991 al 30 de mayo de 2002 y que se convaliden en su historia laboral las 557.14 semanas comprendidas en ese periodo, con costas procesales a su favor.
En su relato fáctico refiere que: Prestó sus servicios personales a favor de R.R. Editores desde el 1º de agosto de 1991 hasta el 31 de marzo de 2013 bajo los presupuestos de un contrato de trabajo, sin haber sido afiliado al sistema general de seguridad social integral, a pesar de las múltiples solicitudes que le hizo a su empleador en ese sentido; a partir del año 2005 y hasta el año 2011 prestó sus servicios a la sociedad demandada por intermedio de varias Cooperativas de Trabajo Asociado quienes lo afiliaron al sistema general de pensiones; en el año 2011 le hicieron suscribir un contrato de prestación de servicios con la promesa de que lo iban a afiliar a salud y pensión, situación que no ocurrió, siendo afiliado en el año 2012 como trabajador independiente hasta el momento en que finalizó su relación laboral; antes de cumplir los 60 años de edad, se dirigió a Colpensiones con el objeto de que le informaran si cumplí requisitos para acceder a la pensión de vejez, indicándosele que la densidad de semanas cotizadas que tenía registradas en la historia laboral, no eran suficientes para tal efecto.
Igualmente sostiene que: Nació el 27 de octubre de 1949, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad, cumpliendo los 60 años el 27 de octubre de 2009; el 19 de abril de 2013 solicitó a Colpensiones que se le hiciera a la empresa accionada cobro coactivo por la falta de cotización al sistema general de pensiones. Colpensiones, en efeto pidió que fueran remitidos algunos documentos con el objeto de definir el valor del cálculo actuarial, pero R.R. Editores Ltda. no aportó lo solicitado, por lo que Colpensiones no pudo realizar la liquidación del título.

Al contestar la demanda –fls.49 a 60- la sociedad R.R. Editores Ltda. aceptó que suscribió con el actor en el año 2011 contrato de prestación de servicios e igualmente que nunca afilió al señor Arcila Bedoya al sistema general de pensiones, al no ser su obligación por no tener un vínculo de índole laboral. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos, que no le constaban o que no eran tales. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Excepción de prescripción de acciones y de acreencias laborales, de bonos o títulos pensionales e indemnizaciones moratorias de toda índole y de existencia de varios contratos con terceras personas y de prestación de servicios del actor”, “Inexistencia de vínculos laborales o de contratos laborales, entre la parte demandante y mi patrocinada y buena fe de esta demandada que la exonera de pagar indemnizaciones moratorias de toda índole así como pagos de bonos o títulos pensionales”, “Cobro de lo no debido, mala fe y enriquecimiento ilícito de la parte demandante” y la “Genérica”.

Por su parte la Administradora Colombiana de Pensiones, al dar respuesta al libelo introductorio –fls.70 a 72 y 80 a 82- aceptó los hechos relacionados con las afiliaciones que tuvo el actor con las diferentes Cooperativas de Trabajo Asociado entre los año 2005 y  2011 y su afiliación como trabajador independiente en el año 2012, así como la fecha de nacimiento de él. Frente a los demás hechos manifestó no le constaban o que no eran ciertos. 
En la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., las partes de acuerdo con la demanda y las contestaciones, determinaron que el litigio en el presente asunto se circunscribe a establecer si entre el actor y la empresa R.R. Editores Ltda. existió un contrato de trabajo entre las calendas señaladas en el libelo introductorio y en consecuencia si hay lugar a ordenar el pago del cálculo actuarial respectivo y la inclusión de las correspondientes semanas en la historia laboral del demandante.
En sentencia de 19 de agosto de 2015, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor Alifare de Jesús Arcila Bedoya y la sociedad R.R. Editores Ltda. existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1º de agosto de 1991 y el 31 de diciembre de 2003, en donde la citada empresa incumplió con su deber de cancelar los aportes a pensión del accionante entre el 1º de agosto de 1991 y el 31 de mayo de 2002 debido a que a partir del 1º de junio de 2002 el demandante hizo aportes a través del Consorcio Prosperar, motivo por el que la condenó a cancelar a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones el correspondiente título pensional, ordenándole de paso a Colpensiones que realice la respectiva liquidación y proceda a registrar en la historia laboral la densidad de semanas correspondientes a ese periodo.

Posteriormente declaró también que el señor Arcila Bedoya es beneficiario del régimen de transición por cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por lo que tiene derecho a que se le aplique el Acuerdo 049 de 1990, teniendo derecho a que se le reconozca la pensión de vejez en consideración a que cumplió los 60 años de edad el 27 de octubre de 2009 y dentro de los 20 años anteriores tiene acreditadas más de 500 semanas cotizadas al sistema general de pensiones, siendo efectiva a partir del mes de abril de 2013 y aplicándole al IBL obtenido una tasa de reemplazo del 78%; todo ello en virtud a las facultades extra y ultra petita conferidas en el artículo 50 del C.P.T. y de la S.S.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Cuáles son las consecuencias que genera la falta de afiliación del señor Alifare de Jesús Arcila Bedoya por parte de su empleador R.R. Editores Ltda.?

¿Le era dable a la funcionaria de primer grado condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a favor del señor Alifare de Jesús Arcila Bedoya bajo las facultades extra y ultra petita?

Con el propósito de dar solución los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. CONSECUENCIAS DE LA NO AFILIACION O AFILIACION TARDÍA AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES CUANDO LA PRESTACIÓN SE CAUSE EN VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993 Y EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

Venía sosteniendo la Sala de Casación Laboral en sentencias tales como la 39.811 de 1º de noviembre de 2011, 39.874 de 13 de marzo de 2013 y 38.587 de 30 de abril de 2013 que la consecuencia de la falta de afiliación o afiliación tardía por parte del empleador al sistema de pensiones, consistía en que éste asumiera el pago de las prestaciones, en las mismas condiciones en las que la hubiese concedido el respectivo fondo pensional, pues estimaba que “… si quien estando llamado a proteger los riesgos propios de la seguridad social, a través de las cotizaciones al sistema, ni siquiera afilia al empleado, no puede exonerarse de su responsabilidad en el pago de la pensión y eso es precisamente lo que concluyó el juzgador de segundo grado al resolver la controversia, esto es, que ante la inexistencia de la afiliación en pensiones, le correspondía asumir el riesgo, dado que no lo había subrogado, y por ello no advierte esta Sala el dislate jurídico al que se hace referencia.”.

No obstante, la Alta Magistratura mediante sentencias SL9856 de 16 de julio de 2014 radicación Nº 41.745, SL17300 de 24 de septiembre de 2014 radicación Nº 45.107, SL2731 de 11 de marzo de 2015 y SL14.388 de 20 de octubre de 2015 ésta última con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, cambió la posición referenciada anteriormente y enseñó que en aquellos casos en los que no haya afiliación del trabajador por parte del empleador por falta de cobertura, declaración de contratos realidad en los que no hubo inscripción al sistema de pensiones y ausencia de afiliación por omisión pura y simple del empleador, el reconocimiento de la pensión estará a cargo de la respectiva entidad de seguridad social, mientras que el empleador omisivo tendrá la obligación de cancelar el correspondiente cálculo actuarial; lo cual explicó de la siguiente manera:

“Por virtud de lo anterior, se repite, la jurisprudencia de la Sala ha evolucionado hasta encontrar una suerte de solución común a las hipótesis de «omisión en la afiliación» al sistema de pensiones, guiada por las disposiciones y principios del sistema de seguridad social, que no se aleja diametralmente de la que se sostiene frente a situaciones de «mora» en el pago de los aportes, pues, en este caso, se mantiene la misma línea de principio de que las entidades de seguridad social siguen a cargo del reconocimiento de las prestaciones.

Ahora bien, aquí y ahora, para la Corte resulta preciso reivindicar la mencionada orientación y evolución en su jurisprudencia, pues el mencionado traslado de responsabilidades entre entidades de la seguridad social – para pago de las pensiones - y empleadores – para pago de cálculos actuariales -, es el que resulta más adecuado a los intereses de los afiliados y el más acoplado a los objetivos y principios del sistema de seguridad social.

Así lo sostiene la Corte porque, en primer término, la referida doctrina encuentra pleno apoyo en la evolución de la normatividad reflejada en disposiciones como el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 y los Decretos 1887 de 1994 y 3798 de 2003. Asimismo, se acopla perfectamente a los principios de la seguridad social de universalidad, unidad e integralidad, que velan por la protección de las contingencias que afectan a todos los trabajadores, en el sentido amplio del término, a través de un sistema único, articulado y coherente, que propende por eliminar la dispersión de modelos y de responsables del aseguramiento que se tenía con anterioridad.”.

2. LIMITES A LAS FACULTADES EXTRA Y ULTRA PETITA 
Prevé el artículo 50 del C.P.T. del S.S. que el juez podrá ordenar el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones distintos de los pedidos, cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en juicio y estén debidamente probados, o condenar al pago de sumas mayores que las demandadas por el mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a las que corresponden al trabajador, de conformidad con la ley, y siempre que no hayan sido pagados.

No obstante lo anterior, la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL-8603 de 1º de julio de 2015 radicación Nº 50.550 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, manifestó que las facultades extra y ultra petita previstas en el artículo 50 del C.P.T. y de la S.S. no son absolutas y se limitan cuando se trate de prestaciones que no fueron objeto de reclamación administrativa, situación que explicó en los siguientes términos:
“Si bien es cierto que el artículo 50 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social le otorga al juez de primera instancia la facultad de ordenar el reconocimiento y pago de prestaciones diferentes de las pedidas, «cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en el proceso y estén debidamente probados», también lo es que dicha facultad extra petita no es absoluta y encuentra un límite en tratándose de prestaciones que no fueron objeto de la reclamación administrativa.”.

Y más adelante añadió:
“Significa lo anterior que mientras no se haya agotado dicho trámite, el juez del trabajo no adquiere competencia para conocer del asunto. La importancia de realizar la reclamación administrativa con anterioridad a iniciar la acción contenciosa radica en la posibilidad que la Ley le otorga a la administración pública de revisar sus propias actuaciones antes de que estas sean sometidas al conocimiento de la Jurisdicción Ordinaria en sus especialidades laboral y de seguridad social, de modo que la falta de esta reclamación con anterioridad a la instauración de la demanda es insubsanable.”.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede que durante la relación laboral sostenida entre el señor Alifare de Jesús Arcila Bedoya y la sociedad R.R. Editores Ltda. desde el 1º de agosto de 1991 y el 31 de diciembre de 2003, la empresa demandada no afilió a su trabajador al sistema general de pensiones; dado que tal situación no fue objeto de apelación por parte de la sociedad accionada.

Bajo tales circunstancias y como se explicó en precedencia, la consecuencia que ocasiona la falta de afiliación del trabajador al sistema general de pensiones por parte de su empleador, de conformidad con lo señalado por la Sala de Casación Laboral, consiste en imponer al empleador omisivo la obligación de cancelar a favor de la administradora pensional a la que este afiliado el trabajador, el respectivo cálculo actuarial, decisión ésta que precisamente adoptó la a quo en este caso al ordenarle a la sociedad R.R. Editores Ltda. que cancele el cálculo actuarial correspondiente al periodo que corrió entre el 1º de agosto de 1991 y el 31 de mayo de 2002, extremo final que fijó al considerar que a partir del 1º de junio de 2002 el actor se afilió a pensiones por medio del Consorcio Prosperar, accediendo así a la pretensión 3.3. de la demanda, en donde se solicitó el pago del mencionado título pensional causado entre esas fechas.
Así las cosas, también había lugar a acceder a la pretensión 3.4 del libelo introductorio, consistente en ordenarle a la Administradora Colombiana de Pensiones cargar a la historia laboral del demandante las 557.14 semanas correspondientes a ese periodo, tal y como lo determinó la funcionaria de primer grado, resolviendo de esta manera el litigio planteado en la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S.
Ahora bien, la funcionaria de primer grado con base en las facultades extra y ultra petita conferidas en el artículo 50 del C.P.T. y de la S.S., decidió analizar si el señor Alifare de Jesús Arcila Bedoya tenía derecho a que se le reconociera la pensión de vejez, al considerar que el accionante dentro del libelo introductorio narró que había nacido el 27 de octubre de 1949, acreditando en consecuencia más de 40 años de edad a 1º de abril de 1994 y cumpliendo los 60 años de edad el 27 de octubre de 2009; hechos que la llevaron a concluir que dentro del proceso se estaba discutiendo la posibilidad de que se le reconociera la pensión de vejez.
No obstante lo anterior, al revisar el expediente, no se observa que el señor Alifare de Jesús Arcila Bedoya haya elevado ante la Administradora Colombiana de Pensiones la solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, por lo que de conformidad con lo enseñado por la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL-8603 de 1º de julio de 2015 radicación Nº 50.550, no le era dable a la falladora de primera instancia ordenar el reconocimiento de la pensión de vejez bajo las facultades extra y ultra petita, por cuanto esa facultad encuentra un límite frente a prestaciones económicas que no fueron objeto de la reclamación administrativa, pues como allí lo explicó, el Juez del Trabajo no adquiera competencia hasta tanto no se haya agotado dicha reclamación.
En consecuencia, no resultaba posible que la a quo abordara ninguno de los temas básicos para determinar si al accionante le asiste el derecho a la pensión de vejez; motivo por el que se revocarán los ordinales séptimo, octavo, noveno y décimo de la sentencia proferida el 19 de agosto de 2015, por estar limitadas las facultades extra y ultra petita en este caso para estudiar todo lo relacionado con el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del actor, al no haberse agotado la reclamación administrativa.
Costas en esta instancia no se causaron. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR los ordinales SÉPTIMO, OCTAVO, NOVENO y DÉCIMO  de la sentencia proferida el 19 de agosto de 2015, por estar limitadas las facultades extra y ultra petita en este caso para estudiar todo lo relacionado con el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del actor, al no haberse agotado la reclamación administrativa.

SEGUNDO. CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido en todo lo demás.
Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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